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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / RECHAZO DE ACCIÓN POPULAR / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / IMPROCEDENCIA. “[P]ara la Sala, las solicitudes del accionante se tornan abiertamente improcedentes. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.” Y es que nada se advierte, con las copias de la actuación remitidas por el Juzgado, acerca de que el actor haya recurrido, ni si quiera así lo  manifestó el interesado, los autos del 21 de noviembre de 2016, por medio de los cuales se rechazaron las demandas al no haber sido subsanadas en el tiempo concedido para ello (f. 37 y 42), previa exigencia de documentos para determinar el domicilio principal de las entidades a las que se demandaba. Es decir, olvidó que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas; así que dejó pasar la oportunidad procesal con la que contaba para la defensa de sus intereses. Solo a partir de la resoluciones que pudieran haberse extendido por parte del Juzgado sobre lo que ahora se solicita, podría haberse analizado si hubo alguna irregularidad posible de remediar por esta vía constitucional. Lo que queda, entonces, es declarar la improcedencia anunciada.”. 
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Acta N° 76 de febrero 16 de 2017
  



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y Rodolfo Herrera.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, por la “vulneración de las garantías procesales”. 

 



Aduce en cada uno de sus escritos que las acciones populares radicadas en el despacho accionado con los números“2016-419” y “2016-420”, las cuales se rechazaron por competencia, sin aplicar el artículo 16 de la Ley 472 de 1998 y desconociendo las normas de orden público que rigen ese tipo de controversias; se comete una vía de hecho al desconocer lo que ha ordenado su superior jerárquico y funcional en el conflicto radicado 11001-02-03-000-2016-02155-00, providencia que adjunta en copia; además, se desconoce lo resuelto por el propio juzgado, lo que le genera inseguridad jurídica.
Pide, en consecuencia, que se ordene al despacho demandado, “amparado en auto del 23 de Enero de 2017 proferido por la  tutelada en A. grupo #23016-451” del que también aporta sendas copias, admitir inmediatamente sus demandas; además, que se le ordene aportar un listado de todas las acciones populares que haya rechazado y el auto del caso para cada una de ellas.
   



Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, del agente del Ministerio Público y de Rodolfo Herrera.
 



La titular del juzgado accionado manifestó en la acción de grupo señalada por el accionante, se tuvo presente que los hechos generadores de la actuación ocurrieron a lo largo y ancho del país y no en un lugar determinado, como sí ocurre en las acciones populares; se transcribió, para el evento, un aparte jurisprudencial de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia y, se opuso a la prosperidad de las pretensiones; a la vez, que remitió copias de lo pertinente.
La Procuradora Regional, señaló que su intervención se limita a la protección de los derechos colectivos. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de “las garantías procesales”, bajo la premisa, entiende la Sala, de que el Juzgado rechazó las acciones populares referidas, sin tener presente lo que señala el artículo 16 de la Ley 472 de 1998, acerca de la competencia para conocer de dicha clase de demandadas y desdeñando posturas de la Corte Suprema y del mismo despacho judicial sobre el particular,
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU 222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, reiteró que las primeras obedecen a que (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional;
 (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) procedimental , (iii) fáctico, y (iv) sustantivo; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento de precedentes y (viii) la violación directa de la Constitución.     
De frente a ese derrotero, para la Sala, las solicitudes del accionante se tornan abiertamente improcedentes. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”


 

Y es que nada se advierte, con las copias de la actuación remitidas por el Juzgado, acerca de que el actor haya recurrido, ni si quiera así lo  manifestó el interesado, los autos del 21 de noviembre de 2016, por medio de los cuales se rechazaron las demandas al no haber sido subsanadas en el tiempo concedido para ello (f. 37 y 42), previa exigencia de documentos para determinar el domicilio principal de las entidades a las que se demandaba. Es decir, olvidó que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas; así que dejó pasar la oportunidad procesal con la que contaba para la defensa de sus intereses. 
  



Solo a partir de la resoluciones que pudieran haberse extendido por parte del Juzgado sobre lo que ahora se solicita, podría haberse analizado si hubo alguna irregularidad posible de remediar por esta vía constitucional. 

   



Lo que queda, entonces, es declarar la improcedencia anunciada. 
  



Por infundadas se negarán las peticiones de que se ordene suministrar una lista de acciones populares.




Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman.

    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARAN IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito. 
 



Se niegan por infundadas las solicitudes de que se brinde un listado de acciones populares.

  



Se absuelve a los vinculados.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
         DUBERNEY GRISALES HERRERA  
      Con aclaración de voto 

� Sentencia C-543-92


� Ver sentencias T-173 de 1993 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y C-590 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño).
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